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E
l tradicional principio jurídico del 
“onus probandi” que establece 
que la carga de demostrar un he-

cho recae sobre quien lo afirma, se fle-
xibilizó con la “Teoría de la Carga Diná-
mica de la Prueba”, por medio de la 
cual, debe probar quien esté en mejores 
condiciones para hacerlo, pero tras la 
expansión de la inteligencia artificial 
(IA) a escala global y en todos los ámbi-
tos de la vida de la sociedad actual, 
¿qué pasaría si de un modelo de apren-
dizaje profundo que toma decisiones de 
forma compleja y autónoma no se pue-
de explicar exactamente como se llegó 
a un resultado específico, por más bue-
na voluntad de quien esté en mejores 
condiciones de entregar el código IA o 
los medios disponibles para ello? 

El surgimiento de la teoría de la 
prueba algorítmica (o doctrina de la 
evidencia automatizada), resulta supe-
radora de aquellas en la era del Dere-
cho Procesal 5.0, ya que supone que 
quien se beneficia de la IA está obliga-
do a demostrar la trazabilidad del al-
goritmo, es decir, los datos que se usa-
ron para entrenar el sistema, los ses-
gos mitigados y la lógica del programa, 
entre otros parámetros. 

Actualmente el foco se desplazó en 
probar la autenticidad de la eviden-
cia, partiendo de la concepción de que 
ningún archivo digital se presume re-
al de forma automática si la contra-
parte plantea una “duda razonable” 
debidamente justificada basada en el 
uso de la IA. 

Para evitar una lógica judicial conta-
minada de videos, imágenes, audios o 
mensajes falsos y/o manipulados por 
IA (deepfake), el juez debe ser cuidado-
so, no sólo en verificar el aseguramien-
to de la cadena de custodia de la prue-
ba sino también apoyarse en lo dicta-
minado por peritos informáticos foren-
ses sobre cuestiones técnicas fuera de 
su alcance, con el máximo rigor y con 
la inversión del principio de confianza 
visual (que es potencialmente manipu-
lable), tomando como regla la sospe-
cha por defecto y la corroboración pe-
riférica, esto es, la valoración sistemá-
tica del cúmulo de pruebas, para arri-
bar a la verdad real. 

Si se detecta que los códigos hash no 
coinciden, que se omitió su cálculo o que 
los sobres de seguridad se abrieron sin 
control, se quiebra la cadena de custodia 
con la consiguiente exclusión probatoria 
o la nulidad absoluta de la pericia. 

Así fue determinado en la reciente 

Sentencia del 2 de Julio de 2026 por 
parte del Tribunal de Casación Penal 
de la Provincia de Bs. As. (Sala I, Causa 
146.578), en el caso "Cruz, Aníbal Mar-
celino s/ recurso de casación", que re-
sulta trascendente ya que aborda por 
primera vez el riesgo de los deepfakes 
y la IA Generativa en el proceso judi-
cial, excluyendo dos audios de What-
sApp por no poder acreditarse formal-
mente su procedencia ni integridad. 
Trasladado al fuero Laboral, si bien los 
chats de WhatsApp son la prueba es-
trella para demostrar despidos indirec-
tos, situaciones de mobbing u horas ex-
tras, ¿qué pasaría si el empleador nie-
ga la autenticidad del mensaje y alega 
una simulación digital?, el juez laboral 
deberá ser más riguroso y no dictar 
sentencia basándose solo en las captu-
ras, sino apoyado en una pericia infor-
mática sobre el dispositivo del trabaja-
dor para verificar la existencia de me-
tadatos (huella tecnológica), la inalte-
rabilidad del código hash, etcétera. 

El cambio de paradigma en materia 
procesal continúa evolucionando gra-
cias a las nuevas tecnologías, y lo que 
antes era impensado, por ejemplo 
equiparar un mensaje de WhatsApp a 
un telegrama colacionado y/o carta 
documento, previo acreditarse en el 
proceso su autenticidad mediante una 
pericia informática forense, hoy es ple-
namente reconocido por los jueces (vg. 
en autos “Olivera Mansilla c/ Cabral" 
del Juzgado Laboral N° 2 de Corrientes, 
año 2025), tomándolos como vía de co-
municación con plena eficacia jurídica 
para ordenar el pago de indemnizacio-
nes (en dicho caso, por despido sin jus-
ta causa). 

La reciente reforma laboral en Ar-
gentina (impulsada con la Ley N° 
27802 de Modernización Laboral y sus 
decretos reglamentarios) impactó de 
manera estructural sobre la admisibili-
dad, valoración y producción de la 
prueba digital, y para demostrar el 
fraude laboral, el trabajador ya no 
cuenta con la presunción a su favor, si-
no que deberá valerse de una pericia 
informática rigurosa sobre los algorit-
mos de las aplicaciones, los paneles de 
control de las plataformas, logs de ge-
olocalización y flujos de mensajería 
(Slack/WhatsApp) para probar la sub-
ordinación técnica y jurídica real oculta 
tras la facturación. 

El desafío para los operadores jurídi-
cos está planteado y la presunción de 
autenticidad invertida de la prueba di-
gital representa un nuevo capítulo en 
el derecho procesal moderno que re-
quiere además de capacitación, un tra-
bajo conjunto multidisciplinario para 
su incorporación válida y debida pon-
deración judicial en el proceso.

Presunción de autenticidad  
invertida en el Proceso Judicial
u Claudia Iglesias 
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DERECHO PROCESAL E INFORMÁTICO Condenan a la Provincia por 
causa de abuso sexual que estuvo 
paralizada durante 17 años

E
l Juzgado Civil, Comercial, 
Conciliación y Familia de 2ª 
Nominación de Carlos Paz, a 

cargo de la jueza Viviana Rodrí-
guez, hizo lugar parcialmente a la 
demanda contra el Superior Go-
bierno de la Provincia de Córdoba y 
lo condenó a pagar $59.800.000 por 
daño moral, al considerar acredita-
da una falta de servicio derivada de 
la paralización durante 17 años de 
una investigación penal por abuso 
sexual, que privó a la víctima de 
una respuesta judicial oportuna. 
En cambio, rechazó los reclamos 
por daño psíquico y tratamiento 
psicoterapéutico porque ya habían 
sido indemnizados en sede penal.  

La demanda fue promovida por 
M. A. R., quien atribuyó responsa-
bilidad al Estado provincial por la 
actuación irregular de funciona-
rios judiciales de Villa Dolores. La 
denuncia original había sido for-
mulada por su madre el 12 de mar-
zo de 2005, cuando la víctima tenía 
14 años, contra quien era su pa-
drastro. Tras una posterior retrac-
tación de la denunciante, las ac-
tuaciones ingresaron a la Fiscalía 
de Instrucción, pero permanecie-
ron prácticamente paralizadas 
hasta 2022. Finalmente, la investi-
gación avanzó y en mayo de 2024 
fueron condenados el autor de los 
abusos y la madre de la víctima co-
mo partícipe necesaria. 

La magistrada tuvo por acredita-
do que la investigación no avanzó 
diligentemente y consideró que 
“una causa paralizada nada me-
nos que por 17 años demuestra 
acabadamente que hubo inefi-
ciencia por parte del Estado Pro-
vincial”. Entendió configurados la 
antijuridicidad y el nexo causal en-
tre la demora, el incumplimiento 
funcional y los perjuicios sufridos. 
La omisión quebrantó el deber es-
tatal de brindar protección eficaz y 
oportuna, configurándose una fal-
ta de servicio por funcionamiento 
defectuoso del sistema judicial. 

El fallo destacó que la responsa-
bilidad estatal es objetiva: existe 
falta de servicio cuando este no 
funciona, funciona mal o lo hace 
tardíamente, sin que resulte indis-
pensable demostrar culpa indivi-
dual de los agentes. El análisis in-
corporó además estándares cons-
titucionales y convencionales so-
bre acceso efectivo a la justicia, 
plazo razonable y protección re-
forzada de personas vulnerables. 

 
Víctima 
La magistrada remarcó que la víc-
tima era una niña cuando se efec-
tuó la primera denuncia y poste-
riormente una adolescente y mu-

jer en situación de vulnerabilidad. 
Las Reglas de Brasilia y la normati-
va internacional exigían, por ello, 
una tutela especialmente intensa.  

El pronunciamiento concluyó 
que existió “un retardo injustifi-
cado e inexplicable en la activi-
dad judicial” y que no impulsar 
oportunamente la investigación 
comprometió la responsabilidad 
provincial.  

Respecto del daño moral, distin-
guió el perjuicio causado por los 
abusos -objeto de reparación en 
sede penal- del causado específi-
camente por la demora judicial.  

Consideró que este último sur-
gía de los padecimientos deriva-
dos de haber permanecido duran-
te años sin una respuesta estatal, 

período durante el cual continua-
ron los abusos.  

La causa del daño moral recla-
mado era distinta de la indemni-
zada penalmente, por lo que fijó 
su reparación en $59.800.000.  

En cambio, rechazó el daño psí-
quico y el tratamiento psicotera-
péutico porque habían sido reco-
nocidos en la sentencia penal. Ad-
mitirlos nuevamente implicaría 
duplicar la reparación y descono-
cer la cosa juzgada.  

La condena devengará un inte-
rés puro del 8% anual desde el 12 
de marzo de 2005 hasta la senten-
cia y, posteriormente, la tasa pasi-
va del Banco Central más dos por 
ciento mensual.  

Las costas fueron impuestas ín-
tegramente a la Provincia, pues 
hacerlas recaer parcialmente so-
bre la víctima significaría dismi-
nuir la reparación y constituiría 
“una forma de revictimización ins-
titucional que licuaría el sentido 
indemnizatorio del fallo”. 

La falta de una investigación oportuna configuró una deficiente prestación 
del servicio de justicia y vulneró el derecho de acceso a una tutela efectiva 
de quien era menor de edad al formularse la denuncia
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